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Expediente 66170-31-03-001-2009-00188-01 


Decide la Sala la impugnación que interpuso la señora Martha Cecilia Cortés frente a la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, en la acción de tutela que instauró contra la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional -Acción Social- Territorial Risaralda.  

ANTECEDENTES

Relató la demandante que desde el 22 de abril de 2002 fue certificada como desplazada; su núcleo familiar está compuesto por seis personas; su situación económica es precaria; es cabeza de hogar y no está vinculada laboralmente; el padre de sus hijos no  tiene trabajo; en su casa viven cuatro menores de edad y un recién nacido; desde el año citado, cuando salió favorecida en el sistema, ninguna colaboración ha recibido y considera tiene derecho a siete años de arrendamiento, alimentación, vivienda y otras ayudas humanitarias; no cuenta con medios para subsistir y su familia está pasando por un mal momento y en varias oportunidades se ha dirigido a Acción Social, pero le informan que debe esperar.

Considera violados sus derechos a la igualdad, trabajo y familia.  Solicita se ordene la entrega de las ayudas humanitarias a las que tiene derecho

ACTUACIÓN PROCESAL

La acción correspondió por reparto al Juez Primero Civil Municipal de Dosquebradas, quien se declaró incompetente para conocerla y la remitió al Juez Civil del Circuito del mismo municipio que la  admitió mediante auto del 2 de julio de este año, en el que dispuso las notificaciones de rigor y pidió información a la accionada.

La jefe de la oficina jurídica de la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, al ejercer su derecho de defensa, dijo, en síntesis y para hacer referencia a lo que al caso interesa, que la accionante se encuentra inscrita en el Registro Único de Población Desplazada desde el 22 de abril de 2002 con su grupo familiar, conformado por ella como jefe del hogar, su compañero y cuatro hijos; que para recibir la ayuda humanitaria que reclama debe proveer datos completos de los miembros del grupo, su ubicación y contacto, información que permitirá establecer la necesidad de recibir los beneficios de emergencia y el tiempo durante el cual se le deben entregar y que para otra clase de colaboraciones debe acudir a las demás entidades que hacen parte del programa de atención de la población desplazada. Aduce que se debe declarar improcedente la tutela y negar las pretensiones porque ha realizado, dentro del marco de su competencia, todas las gestiones encaminadas a dar cumplimiento a la ley y no han vulnerado derecho fundamental alguno.

La instancia culminó con sentencia del 13 de julio último en la que se negó la tutela solicitada. Para decidir así consideró el funcionario de primera sede que la entidad accionada probó que sí ha suministrado ayuda humanitaria a la accionante y a su grupo familiar y que la misma señora no ha acudido a las otras entidades que forman el programa de atención a población desplazada.

La accionante, inconforme con esa decisión,  la impugnó.  

CONSIDERACIONES

El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Nacional, cuando quiera que sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

Pretende la demandante se ordene a la entidad demandada entregar la ayuda humanitaria como arrendamiento, alimentación y vivienda, a que tiene derecho por estar con su grupo familiar inscrita en el registro único de población desplazada.

El artículo 15 de la Ley 387 de 2007 dispone:

“De la Atención Humanitaria de Emergencia. Una vez se produzca el desplazamiento, el Gobierno Nacional iniciará las acciones inmediatas tendientes a garantizar la atención humanitaria de emergencia con la finalidad de socorrer, asistir y proteger a la población desplazada y atender sus necesidades de alimentación, aseo personal, manejo de abastecimientos, utensilios de cocina, atención médica y psicológica transporte de emergencia y alojamiento transitorio en condiciones dignas.

“En todos los casos de desplazamiento, las autoridades civiles y militares que se encuentren en las zonas receptoras de población desplazada, garantizarán el libre paso de los envíos de ayuda humanitaria, el acompañamiento nacional e internacional a la población desplazada y el establecimiento de oficinas temporales o permanentes para la defensa y protección de Derechos Humanos y el cumplimiento de las normas del Derecho Internacional Humanitario.

“Mientras persista la situación de emergencia se auspiciará la creación y permanencia de equipos interinstitucionales conformados por entidades estatales y gubernamentales del orden nacional, departamentales y municipal, para la protección del desplazado y sus bienes patrimoniales.

“El Ministerio Público y la Fiscalía General de la Nación emprenderán de oficio las investigaciones sobre los hechos punibles que condujeron al desplazamiento.

“Parágrafo.- A la atención humanitaria de emergencia se tiene derecho por espacio máximo de tres (3) meses, prorrogables excepcionalmente por otros tres (3) más.” (El texto subrayado fue declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-278 de 2007. El texto restante fue declarado EXEQUIBLE en la misma providencia, en el entendido que el término de la atención humanitaria de emergencia previsto en esa disposición será prorrogable hasta que el afectado esté en condiciones de asumir su autosostenimiento.

En su jurisprudencia la Corte Constitucional ha enseñado que la entrega de la ayuda humanitaria de emergencia a la población desplazada, hace parte de sus derechos fundamentales y la ha definido, así:

“… la asistencia humanitaria es un conjunto de actividades a cargo del Estado dirigidas a proporcionar socorro a las personas desprotegidas en casos de desastres naturales, hambruna, terremotos, epidemias y conflicto armado interno. Por tal motivo, dada su gran importancia, ha sido considerada como un “derecho de solidaridad de tercera generación”, reconocido principalmente en instrumentos internacionales de derechos humanos que hacen parte del Bloque de Constitucionalidad y que encuentran su fundamento en principios constitucionales tales como el Estado social de derecho, la dignidad humana, y en derechos fundamentales que se encuentran íntimamente ligados como la vida, la dignidad humana, mínimo vital, la salud, la vivienda, entre otros.

“En suma, la asistencia humanitaria en términos generales debe ser entendida como un derecho radicado en cabeza de la población civil, consistente en la facultad de reclamar del Estado la ayuda necesaria para salir de la situación de emergencia en la que se encuentran los Ciudadanos como consecuencia de causas naturales o humanas.

En el caso bajo estudio la ayuda humanitaria tiene como finalidad otorgar a la demandante y a su grupo familiar, desplazados por los grupos al margen de la ley, el auxilio que requieren para atender sus necesidades básicas de alimentación, salud, alojamiento, entre otras, que les permitan satisfacer sus necesidades más apremiantes.

En el trámite de esta instancia se escuchó en declaración a la demandante, quien insistió en no haber recibido ayuda humanitaria alguna de parte de la entidad demandada.

A ésta se le solicitó acreditar que sí lo ha hecho y con tal fin se le concedió un término de dos días, el que venció en silencio.

En esas condiciones, de acuerdo con el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991, ha de tenerse por cierto que como lo narró la actora, la entidad demandada no le ha hecho entrega de la ayuda humanitaria de emergencia a pesar de encontrarse en situación de desplazamiento desde el año 2002 y aunque se ha dirigido en varias oportunidades a Acción Social a pedirla, recibiendo como respuesta que debe esperar.

Esa negativa conducta no se compadece con la crisis humanitaria que genera el desplazamiento forzado y que demanda una actividad positiva y efectiva del estado debido a la gran vulnerabilidad e indefensión a la que se hallan expuestas las personas que se encuentran en situación como la que ofrece el caso concreto.

Por lo tanto, no pueden aceptarse los argumentos que planteó el funcionario de primera sede en cuanto a que la demandante sí había recibido los beneficios que le corresponden, porque no existe prueba dentro del expediente que respalde esa aseveración y porque el programa de familias en acción a que pudo acceder, no remplaza ni hace parte de la ayuda humanitaria de emergencia.

Se revocará entonces el fallo de primera instancia que negó el amparo solicitado y en su lugar se dispondrá que dentro del término de dos días, contados a partir de la notificación que se le haga de esta providencia, la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional -Acción Social- Territorial Risaralda,  entregue a la señora Martha Cecilia Cortés la ayuda humanitaria de emergencia a que tiene derecho como desplazada. 

Por lo expuesto, la Sala Civil – Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E:

1.- REVOCAR la sentencia objeto de impugnación, proferida el 13 de julio de 2009, por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, en el proceso de tutela instaurado por Martha Cecilia Cortés contra la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, Acción Social, Risaralda. 

2.- Se concede la tutela solicitada y en consecuencia se ordena a la entidad demandada que dentro de los dos días siguientes a la notificación de esta providencia, entregue a la señora Martha Cecilia Cortés la ayuda humanitaria de emergencia a que tiene derecho como desplazada.

3. Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

4. Lo aquí decidido notifíquese a la partes al tenor del canon 30 ibídem.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

GONZALO FLÓREZ MORENO

(ausente con permiso)

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

�	 Sentencia T-1094 de 2007, MP. Humberto Antonio Sierra Porto







